
 

 

 

 

CONSTITUCIÓN  POLÍTICA  DEL  ESTADO  DE  JALISCO          

 

CAPÍTULO IV 
DEL TRIBUNAL DE ARBITRAJE Y ESCALAFÓN 

 Artículo 72.- Corresponde al Tribunal de Arbitraje y Escalafón conocer de las 

controversias que se susciten entre el Estado, los municipios, los organismos 

descentralizados y empresas de participación mayoritaria de ambos, con sus 

servidores, con motivo de las relaciones de trabajo y se regirán por la Ley para los 

Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, por todas las demás 

leyes y reglamentos de la materia, con excepción de las controversias relativas a las 

relaciones de trabajo de los servidores públicos integrantes del Poder Judicial del 

Estado, del Tribunal Electoral y del Instituto Electoral del Estado. 

La Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, 

establecerá las normas para su organización y funcionamiento, así como los 

requisitos que deban tener los servidores públicos que presten sus servicios en dicho 

Tribunal.  

TITULO OCTAVO 
 

CAPÍTULO I 

DE LAS RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
  

Artículo 90.- Los servidores públicos del Estado y de los municipios serán 
responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus 
respectivas funciones.  
  

Artículo 91.- Los servidores públicos pueden incurrir en responsabilidad política, 
penal, administrativa y civil, que será determinada a través de: 



 

I. El juicio político; 

II. El procedimiento previsto en la legislación penal, previa declaración de 
procedencia para los servidores públicos en los casos previstos por esta 
Constitución; 
 

III. El procedimiento administrativo; y 

IV. El procedimiento ordinario. 

 

Artículo 92.- Para los efectos de las responsabilidades a que alude este título, se 

consideran servidores públicos a los representantes de elección popular; a los 

miembros del Poder Judicial del Estado e integrantes del Tribunal de Arbitraje y 

Escalafón previstos en esta Constitución; el Presidente de la Junta Local de 

Conciliación y Arbitraje; a los consejeros electorales del Instituto Electoral del Estado; 

a los magistrados del Tribunal Electoral del Estado; a los integrantes de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos, y en general, a toda persona que desempeñe un 

cargo o comisión de cualquiera naturaleza en la administración pública del Estado o 

de los municipios, así como a quienes presten servicios en los organismos 

descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal o 

municipal mayoritaria, quienes serán responsables por los actos u omisiones en que 

incurran por el desempeño de sus respectivas funciones. 

   

Artículo 93.- La ley que establezca las bases generales de la administración 

municipal, precisará el carácter de servidores públicos de quienes desempeñen 

empleo, cargo o comisión en los municipios. 

   

Artículo 94.- A cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y 

aportando elementos de prueba, se garantizará el derecho de denunciar, ante la 

autoridad competente, las conductas ilícitas a que se refiere el presente título.  

   

Artículo 95.- Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas 

se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola 

conducta sanciones de la misma naturaleza.  



   

Artículo 96.- En los juicios del orden civil no hay fuero ni inmunidad.    

 

CAPÍTULO IV 

DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
  

Artículo 106.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por 

los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 

eficiencia que deben observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión.  

  

Artículo 107.- La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
determinará las obligaciones de éstos; las sanciones aplicables por los actos u 
omisiones indebidos que señala el artículo anterior; los procedimientos y las 
autoridades encargadas de su aplicación. 
 

Las sanciones consistirán en destitución e inhabilitación, además de las de carácter 

pecuniario, que se impondrán de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos 

por el responsable y con los daños y perjuicios causados por los actos u omisiones 

en que incurra, que no podrán exceder de tres tantos de la cuantificación de éstos. 

La autoridad encargada de recibir las declaraciones de situación patrimonial, deberá 

hacer pública la lista de aquellos ciudadanos que no la hubieren presentado en los 

términos y bajo las condiciones que establezca la Ley de Responsabilidades para los 

Servidores Públicos del Estado y sus Municipios. 

La ley señalará los términos de prescripción para exigir la responsabilidad 

administrativa, tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos u 

omisiones a que hace referencia el artículo anterior. Cuando dichos actos u 

omisiones fuesen graves, los términos de prescripción no serán inferiores a tres años 

y tres meses.  

 
 

 

 

 
 



 

 

 

 

 

 

 

 

 


